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TESIS Y JURISPRUDENCIAS DEL 
PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN 

 
Para ver el texto completo de cualquiera de las tesis o jurisprudencias que a continuación se presentan, 
puede visitar la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la siguiente dirección: 

 
http://sjf.scjn.gob.mx/SJFSem/Paginas/SemanarioV5.aspx 

 

 
 
Al dar click en cualquiera de los rubros que a continuación se muestran será redirigido, en este mismo 
documento, a un extracto de la tesis o jurisprudencia en cuestión. 
 

1. Tesis: XVI.1o.A.42 A (10a.)  

FACULTADES DE COMPROBACIÓN DE LAS AUTORIDADES FISCALES. BASTA QUE LOS HECHOS OCURRIDOS DURANTE SU 

EJERCICIO ESTÉN ASENTADOS EN EL ACTA RELATIVA, PARA QUE SE TENGAN POR LEGALMENTE AFIRMADOS Y 

CORRESPONDA AL ACTOR QUE LOS NIEGA PROBAR QUE SUCEDIERON DE FORMA DIVERSA.  

 

2. Tesis: 1a. CCXVII/2014 (10a.)  

VALOR AGREGADO. SON INOPERANTES LOS AGRAVIOS ENCAMINADOS A CUESTIONAR LA PROPORCIONALIDAD DEL 

ARTÍCULO 2o.-A, FRACCIÓN I, INCISO H), DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, QUE EXPRESEN SÓLO CUESTIONES DE 

LEGALIDAD.  

 

3. Tesis: I.1o.A.75 A (10a.)  
REVOCACIÓN. EN CONTRA DEL EMBARGO DE UNA NEGOCIACIÓN COMO UNIDAD MERCANTIL Y EL NOMBRAMIENTO DE 
DEPOSITARIO ES PROCEDENTE DICHO RECURSO Y, POR EXTENSIÓN, EL JUICIO DE NULIDAD, SIN NECESIDAD DE SUJETARSE 
A LA REGLA GENERAL DE PROCEDENCIA ESTABLECIDA EN EL ARTÍCULO 127 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN.  

 

4. Tesis: XVII.2o.P.A.10 A (10a.)  
NEGATIVA FICTA. SE CONFIGURA POR LA OMISIÓN DE REALIZAR, EN EL PLAZO DE TRES MESES, EL DEPÓSITO SOLICITADO 
COMO SALDO A FAVOR EN LA DECLARACIÓN ANUAL DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA (LEGISLACIÓN VIGENTE EN 2012).  

 

5. Tesis: 2a. LIII/2014 (10a.)  

RENTA. PARA QUE OPERE LA PROHIBICIÓN DE LA DEDUCIBILIDAD ESTABLECIDA EN EL ARTÍCULO 32, FRACCIÓN XVIII, DE LA 

LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, BASTA CON QUE UNO DE LOS CONTRIBUYENTES ENTRE QUIENES SE REPARTE EL GASTO NO 

TRIBUTE CONFORME A LAS REGLAS ESTABLECIDAS EN LOS TÍTULOS II O IV DEL INDICADO ORDENAMIENTO (LEGISLACIÓN 

VIGENTE EN 2003).  

 

6. Tesis: 2a. LII/2014 (10a.)  

RENTA. LA PROHIBICIÓN DE LA DEDUCIBILIDAD ESTABLECIDA EN EL ARTÍCULO 32, FRACCIÓN XVIII, DE LA LEY DEL 

IMPUESTO RELATIVO, SÓLO PUEDE CONFIGURARSE CUANDO LA PRORRATA SE ACTUALIZA ENTRE QUIENES SE REPARTE EL 

GASTO (LEGISLACIÓN VIGENTE EN 2003).  

 

7. Tesis: 2a. LIV/2014 (10a.)  

RENTA. LA PROHIBICIÓN DE LA DEDUCIBILIDAD ESTABLECIDA EN EL ARTÍCULO 32, FRACCIÓN XVIII, DE LA LEY DEL 

IMPUESTO RELATIVO, NO ES ABSOLUTA E IRRESTRICTA (LEGISLACIÓN VIGENTE EN 2003).  

 

8. Tesis: 2a. LV/2014 (10a.)  

DEDUCCIONES ESTRUCTURALES EN EL IMPUESTO SOBRE LA RENTA. LA ADOPCIÓN DE UNA FORMA CORPORATIVA DE UNA 

PERSONA MORAL NO JUSTIFICA MEDIDAS LEGISLATIVAS QUE PROHÍBAN ABSOLUTA E IRRESTRICTAMENTE GOZAR DE 

AQUÉLLAS.  

 

9. Tesis: 1a. CCXXIX/2014 (10a.)  

RENTA. LA JURISPRUDENCIA 1a./J. 82/2002, QUE DECLARÓ LA INCONSTITUCIONALIDAD DEL PÁRRAFO QUINTO DEL 

ARTÍCULO 80-A DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, NO TIENE EL CARÁCTER DE TEMÁTICA.  

 

10. Tesis: XVIII.4o.15 A (10a.)  

SUSPENSIÓN PROVISIONAL EN EL AMPARO. TRATÁNDOSE DE NORMAS AUTOAPLICATIVAS QUE CONTIENEN DIRECTA O 

INDIRECTAMENTE OBLIGACIONES TRIBUTARIAS, SU EFECTIVIDAD ESTARÁ SUJETA A QUE EL QUEJOSO GARANTICE EL 

INTERÉS FISCAL Y LO ACREDITE ANTE EL JUZGADO DE DISTRITO.  

 

11. Tesis: IV.2o.A.84 A (10a.)  

SUSPENSIÓN PROVISIONAL EN EL AMPARO. CUANDO SE RECLAMA EL COBRO DE CONTRIBUCIONES O CRÉDITOS FISCALES 

CONFORME A LA LEY DE LA MATERIA VIGENTE A PARTIR DEL 3 DE ABRIL DE 2013, SURTE EFECTOS DE INMEDIATO, Y SU 

EFECTIVIDAD QUEDA SUJETA A QUE SE GARANTICE EL INTERÉS FISCAL EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 135 DE DICHO 

ORDENAMIENTO (APLICACIÓN DE LAS JURISPRUDENCIAS P./J. 43/2001 Y 2a./J. 74/2006).  

 

12. Tesis: XVIII.4o.16 A (10a.)  
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AMPARO CONTRA LEYES FISCALES. SI SE NIEGA LA PROTECCIÓN FEDERAL CONTRA LA EXPEDICIÓN DE LA NORMA 

IMPUGNADA, PERO SE CONCEDE POR VICIOS PROPIOS DE SU ACTO DE APLICACIÓN, EL EFECTO SERÁ QUE ÉSTE SE DEJE 

INSUBSISTENTE Y, EN SU LUGAR, SE EMITA OTRO EN EL QUE AQUÉLLOS SE SUBSANEN, MAS NO QUE SE DEVUELVA LA 

CANTIDAD PAGADA POR EL CONTRIBUYENTE.   

 

 

TESIS Y JURISPRUDENCIAS DEL 
TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA 

 
 
Para ver el texto completo de cualquiera de las tesis o jurisprudencias que a continuación se presentan, 
puede visitar la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la siguiente dirección: 

 

 

http://200.94.19.138:90/cesmdfa/revista.html 
 

 
Al dar click en cualquiera de los rubros que a continuación se muestran será redirigido, en este mismo 
documento, a un extracto de la tesis o jurisprudencia en cuestión. 
 
 

1. JURISPRUDENCIA NÚM. VII-J-1aS-102  
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 
DOMICILIO FISCAL DECLARADO AL REGISTRO FEDERAL DE CONTRIBUYENTES.- SE PRESUME CIERTO.  

 
2. JURISPRUDENCIA NÚM. VII-J-1aS-105  

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 
IMPRESIÓN DE LA CÉDULA DE IDENTIFICACIÓN FISCAL, CONSTITUYE UN DOCUMENTO IDÓNEO PARA ACREDITAR LA 
LOCALIZACIÓN DEL DOMICILIO FISCAL DE LA PARTE ACTORA, SIEMPRE QUE DE CONSTANCIA EN AUTOS NO SE DESPRENDA 
ELEMENTO PROBATORIO ALGUNO QUE DESVIRTÚE LA INFORMACIÓN EN ÉL CONTENIDA.  

 
3. JURISPRUDENCIA NÚM. VII-J-1aS-106  

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 
MULTA FISCAL PREVISTA EN EL ARTÍCULO 76 FRACCIÓN II, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN VIGENTE EN 2004. CASO 
EN QUE DEBERÁ MOTIVARSE SU CUANTÍA. 

 
4. JURISPRUDENCIA NÚM. VII-J-1aS-107 

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 
CRÉDITOS FISCALES. LA AUTORIDAD FISCAL TIENE LA FACULTAD DE DETERMINARLOS CUANDO TENGA CONOCIMIENTO DE 
LA EXISTENCIA DE VIOLACIONES A LAS DISPOSICIONES EN MATERIAS FISCAL Y ADUANERA A TRAVÉS DE INFORMES O 
DOCUMENTOS PROPORCIONADOS POR OTRAS AUTORIDADES. 

 
5. JURISPRUDENCIA NÚM. VII-J-1aS-108 

LEY ADUANERA 
AGENTE ADUANAL. RESPONSABLE DIRECTO DE LA VERACIDAD Y EXACTITUD DE LOS DATOS ASENTADOS EN EL PEDIMENTO 
DE IMPORTACIÓN Y/O EXPORTACIÓN CUANDO SE TRATE DE MERCANCÍA DE FÁCIL IDENTIFICACIÓN. 

 
6. JURISPRUDENCIA NÚM. VII-J-1aS-109  

TRATADO DE LIBRE COMERCIO DE AMÉRICA DEL NORTE 
PROCEDIMIENTO DE VERIFICACIÓN DE ORIGEN. NOTIFICACIÓN DE LOS CUESTIONARIOS DIRIGIDOS AL EXPORTADOR Y/O 
PRODUCTOR DE LAS MERCANCÍAS.  

 
7. LEY DEL IMPUESTO AL ACTIVO 

VII-P-1aS-919   
IMPUESTO AL ACTIVO PAGADO INDEBIDAMENTE. PARA SU DEVOLUCIÓN ES NECESARIO QUE EL CONTRIBUYENTE 
ACREDITE LA AUTODETERMINACIÓN DEL TRIBUTO QUE DERIVÓ EN EL PAGO EN EXCESO. 

 
8. TRATADO DE LIBRE COMERCIO DE AMÉRICA DEL NORTE 

VII-P-1aS-920  
IMPUESTO GENERAL DE IMPORTACIÓN.- NO PROCEDE EL COBRO TRATÁNDOSE DE MERCANCÍAS IMPORTADAS 
TEMPORALMENTE Y RETORNADAS AL EXTRANJERO EN LAS MISMAS CONDICIONES CONFORME AL TRATADO DE LIBRE 
COMERCIO DE AMÉRICA DEL NORTE.  

 
9. LEY ADUANERA  

VII-P-1aS-925 
DETERMINACIÓN DE LA BASE GRAVABLE.- EXCEPCIÓN PREVISTA EN EL ÚLTIMO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 78 DE LA LEY 
ADUANERA, TRATÁNDOSE DE VEHÍCULOS USADOS. 

 
10. LEY ADUANERA  

VII-P-1aS-926 
IMPORTACIÓN TEMPORAL.- FORMA DE ACREDITAR EL LEGAL RETORNO DE LAS MERCANCÍAS. 

  
11. CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 

VII-P-1aS-927  
LEY ADUANERA, ARTÍCULO 152. CUÁNDO SE CONSIDERA DEBIDAMENTE INTEGRADO EL EXPEDIENTE. 
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12. CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN  
VII-P-2aS-499 
SUSPENSIÓN DEL PLAZO MÁXIMO DE DOCE MESES PARA LA PRÁCTICA DE VISITA DOMICILIARIA O DE REVISIÓN DE 
GABINETE.- NO TERMINA DICHA SUSPENSIÓN CUANDO EL CONTRIBUYENTE OMITE CONTESTAR O ATENDER DE MANERA 
INDUDABLE EL REQUERIMIENTO DE DATOS, INFORMES O DOCUMENTOS QUE LE FORMULA LA AUTORIDAD PARA 
VERIFICAR EL CUMPLIMIENTO DE SUS OBLIGACIONES FISCALES. 

  
13. TRATADO DE LIBRE COMERCIO DE AMÉRICA DEL NORTE 

VII-P-2aS-503  
TRATADO DE LIBRE COMERCIO DE AMÉRICA DEL NORTE. A LA SOLICITUD DE DEVOLUCIÓN DEL IMPUESTO GENERAL DE 
IMPORTACIÓN CONFORME AL ARTÍCULO 502 (3) LE RESULTA APLICABLE EL PROCEDIMIENTO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 22 
DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN.-  

 
14. LEY DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO 

VII-CASR-2NCII-13 
DERECHO SUBJETIVO A LA DEVOLUCIÓN. SI NO SE ACREDITA, PROCEDE RECONOCER LA VALIDEZ DE LA RESOLUCIÓN 
NEGATIVA FICTA IMPUGNADA. 

 
15. CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 

VII-CASR-CEII-1  
DOMICILIO ABIERTO AL PÚBLICO EN GENERAL. ES SUFICIENTE EL DICHO DE TAL CONDICIÓN POR PARTE DE QUIEN 
ATENDIÓ LA DILIGENCIA, PARA CONSIDERAR CIRCUNSTANCIADA EL ACTA DE VERIFICACIÓN DE EXPEDICIÓN DE 
COMPROBANTES FISCALES.-  

 
16. CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 

VII-CASR-OR-1  
CRÉDITO FISCAL. LAS AUTORIDADES FISCALES ESTÁN FACULTADAS PARA DETERMINARLO CON SUSTENTO EN LA 
INFORMACIÓN QUE CONSTE EN LA BASE DE DATOS QUE LLEVEN O TENGAN ACCESO, DE ACUERDO CON LO PREVISTO EN EL 
ARTÍCULO 63, PRIMER PÁRRAFO, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. 

 
 

TESIS Y JURISPRUDENCIAS DEL 
PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN 

 
Para ver el texto completo de cualquiera de las tesis o jurisprudencias que a continuación se presentan, 
puede visitar la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la siguiente dirección: 

 
http://sjf.scjn.gob.mx/SJFSem/Paginas/SemanarioV5.aspx 

 

 

1. Tesis: XVI.1o.A.42 A (10a.)  

FACULTADES DE COMPROBACIÓN DE LAS AUTORIDADES FISCALES. BASTA QUE LOS HECHOS OCURRIDOS DURANTE SU 

EJERCICIO ESTÉN ASENTADOS EN EL ACTA RELATIVA, PARA QUE SE TENGAN POR LEGALMENTE AFIRMADOS Y 

CORRESPONDA AL ACTOR QUE LOS NIEGA PROBAR QUE SUCEDIERON DE FORMA DIVERSA. Conforme a la fracción II del 

artículo 46 del Código Fiscal de la Federación, tratándose de facultades de comprobación de las autoridades administrativas, 

se entenderán legalmente afirmados los hechos que consten en las actas respectivas. Lo anterior implica que, basta que los 

hechos ocurridos durante su ejercicio estén asentados en el acta relativa, para que se tengan con dicho carácter y, por ende, 

será el actor que los negó quien deberá probar que sucedieron de forma diversa. 

 

2. Tesis: 1a. CCXVII/2014 (10a.)  

VALOR AGREGADO. SON INOPERANTES LOS AGRAVIOS ENCAMINADOS A CUESTIONAR LA PROPORCIONALIDAD DEL 

ARTÍCULO 2o.-A, FRACCIÓN I, INCISO H), DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, QUE EXPRESEN SÓLO CUESTIONES DE 

LEGALIDAD. El citado precepto prevé que el impuesto al valor agregado se calculará aplicando la tasa del 0% a los valores a 

que se refiere la propia ley, cuando se realice la enajenación de oro, joyería, orfebrería, piezas artísticas u ornamentales y 

lingotes, cuyo contenido mínimo de dicho material sea del 80%, siempre que su enajenación no se efectúe en ventas al 

menudeo con el público en general. Ahora bien, para poder cuestionar si el numeral referido es acorde al principio de 

proporcionalidad tributaria contenido en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, no basta con indicar que son incorrectos tanto el actuar de la autoridad como la aplicación de dicho numeral o 

que la ley excluye de la aplicación de la tasa del 0% a quienes enajenaron el oro sin que previamente a éste se le aplique un 

proceso de depuración, mientras que, a quienes enajenaron el mismo producto pero procesado y en una concentración de 

cuando menos 80%, sí les resulta aplicable aquella tasa, pues evidentemente son temas ajenos a la constitucionalidad del 

artículo 2o.-A, fracción I, inciso h), de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, ya que, atendiendo a su naturaleza, son sólo 

cuestiones de legalidad, y al no operar la suplencia de la queja deficiente en materia fiscal, el juzgador no puede ni debe 

suplir la ausencia de argumentación para desentrañar si existe o no una vulneración al indicado principio constitucional y, por 

ende, los agravios encaminados en esos términos devienen inoperantes. 

 

3. Tesis: I.1o.A.75 A (10a.)  
REVOCACIÓN. EN CONTRA DEL EMBARGO DE UNA NEGOCIACIÓN COMO UNIDAD MERCANTIL Y EL NOMBRAMIENTO DE 
DEPOSITARIO ES PROCEDENTE DICHO RECURSO Y, POR EXTENSIÓN, EL JUICIO DE NULIDAD, SIN NECESIDAD DE SUJETARSE 
A LA REGLA GENERAL DE PROCEDENCIA ESTABLECIDA EN EL ARTÍCULO 127 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. Por 
regla general, el recurso de revocación es procedente contra los actos del procedimiento administrativo de ejecución que 
dicten las autoridades fiscales hasta el momento en que se publique la convocatoria de remate, y dentro de los diez días 
siguientes a la fecha de publicación de la citada convocatoria, según lo dispuesto en el artículo 127 del Código Fiscal de la 
Federación. No obstante, si lo que se impugna es el embargo de una negociación como unidad mercantil, resulta innecesario 
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esperar hasta esa etapa procesal, ya que, en términos de los artículos 153, 164, 165 y 167 del citado ordenamiento legal, el 
depositario designado tiene el carácter de interventor con cargo a la caja o de administrador y, en ambos supuestos, debe 
retirar de la negociación intervenida hasta el 10% de los ingresos percibidos y enterar su importe al fisco federal para liquidar 
el crédito adeudado, lo que implica que, en ese supuesto, no se llevará a cabo remate alguno y tampoco se emitirá la 
convocatoria respectiva; de ahí que en contra de un embargo de esa naturaleza debe considerarse procedente, de manera 
excepcional, el recurso de revocación y, al ser optativo ese medio de defensa, el juicio contencioso administrativo ante el 
Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa. 

 

4. Tesis: XVII.2o.P.A.10 A (10a.)  

NEGATIVA FICTA. SE CONFIGURA POR LA OMISIÓN DE REALIZAR, EN EL PLAZO DE TRES MESES, EL DEPÓSITO SOLICITADO 

COMO SALDO A FAVOR EN LA DECLARACIÓN ANUAL DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA (LEGISLACIÓN VIGENTE EN 2012). El 

artículo 37 del Código Fiscal de la Federación establece la figura jurídica denominada negativa ficta, cuya naturaleza se centra 

en estimar que el silencio de la autoridad, ante una instancia o petición formulada por el contribuyente, durante un plazo no 

interrumpido de tres meses, genera la presunción legal de que resolvió desfavorablemente a los intereses de éste; 

circunstancia que origina su derecho procesal a interponer los medios de defensa pertinentes contra esa determinación 

tácita. Por su parte, de la regla I.2.3.1. de la Resolución Miscelánea Fiscal para 2012, se advierte que las autoridades fiscales 

están obligadas a devolver, de oficio o a petición de parte, las cantidades pagadas indebidamente o las que procedan 

conforme a las leyes fiscales, y que los contribuyentes pueden solicitar su devolución mediante la declaración 

correspondiente. Por tanto, cualquiera que sea la manera en que se realice la solicitud de saldo a favor, las autoridades 

quedan obligadas a proveer lo conducente en el plazo señalado, por lo cual, ante su silencio o, específicamente, ante la 

omisión de realizar el depósito solicitado como saldo a favor en la declaración anual del impuesto sobre la renta, se configura 

la negativa ficta. 

 

5. Tesis: 2a. LIII/2014 (10a.)  

RENTA. PARA QUE OPERE LA PROHIBICIÓN DE LA DEDUCIBILIDAD ESTABLECIDA EN EL ARTÍCULO 32, FRACCIÓN XVIII, DE LA 

LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, BASTA CON QUE UNO DE LOS CONTRIBUYENTES ENTRE QUIENES SE REPARTE EL GASTO NO 

TRIBUTE CONFORME A LAS REGLAS ESTABLECIDAS EN LOS TÍTULOS II O IV DEL INDICADO ORDENAMIENTO (LEGISLACIÓN 

VIGENTE EN 2003). El precepto y fracción mencionados disponen que no serán deducibles los gastos que se hagan en el 

extranjero a prorrata con quienes no sean contribuyentes del impuesto sobre la renta en los términos de los Títulos II 

(Personas Morales) o IV (Personas Físicas) de la ley citada. Así, se sostiene que la hipótesis normativa de que se trata, se 

actualiza cuando un contribuyente prorratea el gasto en el extranjero con una o más personas que no sean contribuyentes de 

los títulos referidos, con independencia de que en dicha prorrata también participen sujetos que sí tributen conforme a 

aquéllos, pues esta última circunstancia no impide que, en su caso, se configure la referida prohibición. 

 

6. Tesis: 2a. LII/2014 (10a.)  

RENTA. LA PROHIBICIÓN DE LA DEDUCIBILIDAD ESTABLECIDA EN EL ARTÍCULO 32, FRACCIÓN XVIII, DE LA LEY DEL 

IMPUESTO RELATIVO, SÓLO PUEDE CONFIGURARSE CUANDO LA PRORRATA SE ACTUALIZA ENTRE QUIENES SE REPARTE EL 

GASTO (LEGISLACIÓN VIGENTE EN 2003). El precepto y fracción mencionados disponen que no serán deducibles los gastos 

que se hagan en el extranjero a prorrata con quienes no sean contribuyentes del impuesto sobre la renta en los términos de 

los Títulos II (Personas Morales) o IV (Personas Físicas) de la ley citada. Ahora, esta hipótesis normativa está dirigida de 

manera exclusiva a quienes participan del gasto y no a quienes se benefician con éste, pues es precisamente por la 

naturaleza que tienen los que participan en la realización de éste -no ser contribuyentes del impuesto en los referidos títulos- 

que el legislador consideró que tal pago escapa a un control fiscal efectivo, ya que resultaría complejo constatar la realidad, 

autenticidad y cuantía del pago así efectuado, además de los beneficios concretos obtenidos por el contribuyente que 

pretendiera deducirlo. 

 

7. Tesis: 2a. LIV/2014 (10a.)  

RENTA. LA PROHIBICIÓN DE LA DEDUCIBILIDAD ESTABLECIDA EN EL ARTÍCULO 32, FRACCIÓN XVIII, DE LA LEY DEL 

IMPUESTO RELATIVO, NO ES ABSOLUTA E IRRESTRICTA (LEGISLACIÓN VIGENTE EN 2003). La interpretación sistemática y 

progresiva de dichos precepto y fracción permite concluir que los gastos a prorrata que se hagan en el extranjero podrán 

deducirse siempre y cuando el contribuyente cumpla con los requisitos establecidos en dicho ordenamiento legal y que 

consisten esencialmente en que: a) la operación se hubiese celebrado ajustándose, en su caso, a las reglas de los precios de 

transferencia; b) se cuente con toda la documentación que soporte la operación de manera que pueda constatarse su 

autenticidad, los montos a los que ascendió y que se trata de un gasto estrictamente indispensable (deducción estructural) 

que se hizo con base en criterios fiscales y contables objetivos y por razones reales de negocio; y, c) que exista una razonable 

relación entre el gasto efectuado y el beneficio recibido o que se espera recibir por el contribuyente que participa en el gasto. 

Así, la prohibición de deducir los gastos hechos en el extranjero, en términos del artículo 32, fracción XVIII, de la Ley del 

Impuesto sobre la Renta, no es absoluta e irrestricta, ya que habrá que analizar el contrato correspondiente y la 

documentación vinculada con él para determinar si existe una adecuada y razonable relación entre el gasto efectuado y el 

beneficio obtenido, de modo que aquél no puede exceder injustificadamente dicho beneficio. 

 

8. Tesis: 2a. LV/2014 (10a.)  

DEDUCCIONES ESTRUCTURALES EN EL IMPUESTO SOBRE LA RENTA. LA ADOPCIÓN DE UNA FORMA CORPORATIVA DE UNA 

PERSONA MORAL NO JUSTIFICA MEDIDAS LEGISLATIVAS QUE PROHÍBAN ABSOLUTA E IRRESTRICTAMENTE GOZAR DE 

AQUÉLLAS. Las deducciones estructurales constituyen minoraciones que permiten determinar en forma adecuada los límites 

del mencionado tributo a efecto de que se contribuya conforme a la auténtica y real capacidad tributaria. Por consiguiente, el 

elemento constitucionalmente determinante para que una persona moral cubra el impuesto sobre la renta es su capacidad 

contributiva (que toma en cuenta las deducciones estructurales) y no su estructura corporativa, pues esto último constituye 

un elemento marginal que, si bien puede válidamente justificar la imposición de medidas de control particulares, no puede 

avalar la exigencia legislativa de impedir absoluta y de manera irrestricta que se goce de un derecho que deriva directamente 

de los principios de justicia fiscal, como son las deducciones estructurales. 

 

9. Tesis: 1a. CCXXIX/2014 (10a.)  

RENTA. LA JURISPRUDENCIA 1a./J. 82/2002, QUE DECLARÓ LA INCONSTITUCIONALIDAD DEL PÁRRAFO QUINTO DEL 

ARTÍCULO 80-A DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, NO TIENE EL CARÁCTER DE TEMÁTICA. La tesis de jurisprudencia 



referida no tiene la característica de ser temática sino especializada, ya que se refiere a dos cuestiones muy particulares 

como lo son las aportaciones al Instituto Mexicano del Seguro Social y al Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los 

Trabajadores. Pues si bien el artículo 80-A, párrafo quinto, de la Ley del Impuesto sobre la Renta, vigente hasta el 31 de 

diciembre de 2001, establece cómo debe calcularse el subsidio acreditable, lo cierto es que la inconstitucionalidad se limitó a 

los dos conceptos mencionados, por lo que no puede entenderse que tal pronunciamiento haya sido de carácter general. 

 

10. Tesis: XVIII.4o.15 A (10a.)  

SUSPENSIÓN PROVISIONAL EN EL AMPARO. TRATÁNDOSE DE NORMAS AUTOAPLICATIVAS QUE CONTIENEN DIRECTA O 

INDIRECTAMENTE OBLIGACIONES TRIBUTARIAS, SU EFECTIVIDAD ESTARÁ SUJETA A QUE EL QUEJOSO GARANTICE EL 

INTERÉS FISCAL Y LO ACREDITE ANTE EL JUZGADO DE DISTRITO. De conformidad con los artículos 135 y 148 de la Ley de 

Amparo procede la suspensión cuando se reclama una norma general autoaplicativa, sin señalar acto concreto de aplicación, 

pero si de la norma impugnada se advierten directa o indirectamente actos relativos a determinación, liquidación, ejecución 

o cobro de contribuciones o créditos de contribución fiscal, ésta podrá otorgarse discrecionalmente, si se ha constituido o se 

constituye la garantía del interés fiscal ante la autoridad exactora. De ahí que, si las normas autoaplicativas reclamadas se 

encuentran, por ejemplo, en un decreto que establece estímulos fiscales, pero contienen alguna obligación tributaria, la 

efectividad de la suspensión estará sujeta a que el impetrante garantice el interés fiscal conforme al primero de los preceptos 

citados y acredite dicha circunstancia ante el Juzgado de Distrito. 

 

11. Tesis: IV.2o.A.84 A (10a.)  

SUSPENSIÓN PROVISIONAL EN EL AMPARO. CUANDO SE RECLAMA EL COBRO DE CONTRIBUCIONES O CRÉDITOS FISCALES 

CONFORME A LA LEY DE LA MATERIA VIGENTE A PARTIR DEL 3 DE ABRIL DE 2013, SURTE EFECTOS DE INMEDIATO, Y SU 

EFECTIVIDAD QUEDA SUJETA A QUE SE GARANTICE EL INTERÉS FISCAL EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 135 DE DICHO 

ORDENAMIENTO (APLICACIÓN DE LAS JURISPRUDENCIAS P./J. 43/2001 Y 2a./J. 74/2006). Durante la vigencia de la Ley de 

Amparo abrogada mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 2 de abril de 2013, el Pleno de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación emitió la jurisprudencia P./J. 43/2001, de rubro: "SUSPENSIÓN PROVISIONAL. SURTE 

SUS EFECTOS DESDE LUEGO, SIN QUE PARA ELLO SE REQUIERA DE LA EXHIBICIÓN DE LA GARANTÍA RESPECTIVA.", en la que 

consideró que de la interpretación armónica de los artículos 125, 130 y 139 de aquel ordenamiento, en atención a la 

naturaleza, objeto, requisitos de procedencia y efectividad de la suspensión, así como al principio general de derecho que se 

refiere a que donde existe la misma razón, debe existir la misma disposición, debía concluirse que la suspensión provisional 

que puede decretarse con la sola presentación de la demanda, cuando exista peligro inminente de que se ejecute el acto 

reclamado con notorios perjuicios para el quejoso, surte efectos inmediatamente después de que se concede y no hasta que 

se exhiba la garantía fijada, porque de lo contrario no se cumpliría con su finalidad de evitar al quejoso perjuicios de difícil 

reparación, sin que ello implicara que de no exhibirse esa garantía, dejara de surtir efectos. Asimismo, la Segunda Sala del 

propio Alto Tribunal emitió la jurisprudencia 2a./J. 74/2006, de rubro: "SUSPENSIÓN PROVISIONAL CUANDO SE RECLAMA EL 

COBRO DE CONTRIBUCIONES. SURTE SUS EFECTOS DE INMEDIATO, PERO SU EFECTIVIDAD ESTÁ SUJETA A QUE EL QUEJOSO 

EXHIBA LA GARANTÍA EN LOS TÉRMINOS SEÑALADOS POR EL JUEZ (APLICACIÓN DE LA JURISPRUDENCIA P./J. 43/2001).", en 

la que precisó que el criterio establecido en la jurisprudencia indicada era aplicable también respecto de la garantía 

contenida en el artículo 135 de la Ley de Amparo, que preveía la suspensión cuando se reclama el cobro de contribuciones, 

ya que, en primer lugar, en la ejecutoria relativa se señaló que los requisitos de procedencia de la suspensión (a petición de 

parte) son aquellas condiciones que deben reunirse para que surja la obligación jurisdiccional de concederla y que éstas se 

establecían en el artículo 124 de dicha ley, mientras que los requisitos de efectividad estaban contenidos en sus diversos 

preceptos 125, 135, 136 y 139, dependiendo de la naturaleza del acto reclamado, y se constituyen por las condiciones que el 

quejoso debe llenar para que surta efectos la suspensión concedida; asimismo, que los requisitos de efectividad se referían a 

la causación de los efectos de la medida, por lo que bien podía acontecer que la suspensión haya sido concedida por estar 

colmadas las condiciones de su procedencia y que, sin embargo, no operara la paralización o cesación del acto reclamado o 

de sus consecuencias, por no haberse aún cumplido los requisitos que la ley señala para su efectividad; y que la ratio legis de 

la garantía prevista en el artículo 135 mencionado tendía a satisfacer los fines relativos a salvaguardar el interés fiscal, que 

esencialmente se asemejaban a los perseguidos por los artículos 125, 130 y 139 referidos, por lo que de acuerdo con el 

principio de derecho que establece: "donde existe la misma razón debe regir la misma disposición", los argumentos 

contenidos en la jurisprudencia inicialmente indicada podían aplicarse en esos casos. Luego, el criterio jurídico contenido en 

esas tesis de jurisprudencia es aplicable a los casos en que se reclame el cobro de contribuciones o créditos fiscales, 

tramitados conforme a la Ley de Amparo vigente, en términos de su artículo sexto transitorio, porque no se contrapone con 

sus disposiciones, ya que su artículo 128 establece requisitos de procedencia de la suspensión a petición del quejoso que 

debe tomar en cuenta el Juez de Distrito al tomar la decisión correspondiente, en términos similares a los que preveía el 

artículo 124 de la ley abrogada en sus fracciones I y II; y los artículos 132, 135 y 136 de la ley vigente, instituyen requisitos de 

efectividad que también resultan similares a los contenidos en los numerales 125, 135 y 139 de la abrogada. Por tanto, la 

suspensión provisional en este tipo de asuntos surte efectos de inmediato y su efectividad queda sujeta a que se garantice el 

interés fiscal en términos del artículo 135 de la ley de la materia vigente. 

 

12. Tesis: XVIII.4o.16 A (10a.)  

AMPARO CONTRA LEYES FISCALES. SI SE NIEGA LA PROTECCIÓN FEDERAL CONTRA LA EXPEDICIÓN DE LA NORMA 

IMPUGNADA, PERO SE CONCEDE POR VICIOS PROPIOS DE SU ACTO DE APLICACIÓN, EL EFECTO SERÁ QUE ÉSTE SE DEJE 

INSUBSISTENTE Y, EN SU LUGAR, SE EMITA OTRO EN EL QUE AQUÉLLOS SE SUBSANEN, MAS NO QUE SE DEVUELVA LA 

CANTIDAD PAGADA POR EL CONTRIBUYENTE. Si el Juez Federal niega el amparo solicitado contra la expedición de una ley, 

por estimar que ésta es constitucional, pero lo concede por vicios propios de su acto de aplicación, al estimar que éste viola 

los principios de legalidad y seguridad jurídica previstos en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, dado que se expidió sin que la autoridad responsable ejecutora lo fundara ni motivara, el cual guarda relación 

con el cobro de derechos por un servicio o de un impuesto, el efecto será que se deje insubsistente el acto cuestionado y, en 

su lugar, se emita otro fundado y motivado, en el cual se subsanen los vicios advertidos, o sea, para que se señalen 

expresamente las leyes y artículos aplicables, así como aquellos tomados en cuenta para emitir tal acto; mas no que se 

devuelva la cantidad pagada por el contribuyente, dado que no prosperó el reclamo de inconstitucionalidad de la ley fiscal 

impugnada. Esto es así, debido a que la falta de legalidad del acto de aplicación debe ser reparada con la emisión de uno 

nuevo, mediante el cual se funde y motive la determinación adoptada por la ejecutora, pues de lo contrario, es decir, ordenar 

que se deje sin efectos éste y se devuelva la cantidad pagada por concepto de la contribución, resulta desmedido y no acorde 
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con la protección federal otorgada, puesto que excede del motivo que originó su concesión, al no prosperar el reclamo de 

inconstitucionalidad; tampoco podría declararse nulo, en virtud de que existió una causación de impuestos o derechos. 

 

 

TESIS Y JURISPRUDENCIAS DEL 
TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA 
 
 
Para ver el texto completo de cualquiera de las tesis o jurisprudencias que a continuación se presentan, 
puede visitar la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la siguiente dirección: 

 
http://200.94.19.138:90/cesmdfa/revista.html 

 
 

1. JURISPRUDENCIA NÚM. VII-J-1aS-102  
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 
 
DOMICILIO FISCAL DECLARADO AL REGISTRO FEDERAL DE CONTRIBUYENTES.- SE PRESUME CIERTO.- El artículo 27 del 
Código Fiscal de la Federación establece que tratándose de personas físicas o morales que deban presentar declaraciones 
periódicas o expedir comprobantes fiscales, tienen la obligación de inscribirse en el Registro Federal de Contribuyentes, 
obtener el certificado de firma electrónica avanzada y proporcionar mediante avisos, los datos de su identidad, domicilio y 
situación fiscal. En ese tenor, el domicilio fiscal declarado en los avisos respectivos, debidamente verificados por la autoridad, 
se presumirá cierto, presunción legal que quedará desvirtuada únicamente cuando se actualice alguno de los siguientes 
supuestos: 1. Que la autoridad, al verificar la localización que le compete, advierta que otro domicilio diverso al declarado 
por el contribuyente es el que se ubica en los supuestos del artículo 10 del Código Fiscal de la Federación, 2. Que previa 
verificación, la autoridad advierta que el domicilio declarado no existe y 3. Que durante la verificación realizada por la 
autoridad se certifique que el contribuyente no se localiza en el domicilio indicado en el aviso correspondiente. 

 
 

2. JURISPRUDENCIA NÚM. VII-J-1aS-105  
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 
 
IMPRESIÓN DE LA CÉDULA DE IDENTIFICACIÓN FISCAL, CONSTITUYE UN DOCUMENTO IDÓNEO PARA ACREDITAR LA 
LOCALIZACIÓN DEL DOMICILIO FISCAL DE LA PARTE ACTORA, SIEMPRE QUE DE CONSTANCIA EN AUTOS NO SE DESPRENDA 
ELEMENTO PROBATORIO ALGUNO QUE DESVIRTÚE LA INFORMACIÓN EN ÉL CONTENIDA.- Si la autoridad demandada a 
efecto de acreditar la localización del domicilio fiscal de la enjuiciante, exhibe a juicio la impresión de la Cédula de 
Identificación Fiscal que contiene la localización del domicilio fiscal de la contribuyente, dicho documento constituye un 
medio probatorio idóneo para acreditar los extremos de la acción incoada, pues acorde a lo previsto por el artículo 27 del 
Código Fiscal de la Federación, la Cédula de Identificación Fiscal contiene, entre otros datos, los relativos al domicilio fiscal 
del titular de dicho registro; precisando que el referido documento sólo surtirá plenamente sus efectos, siempre que de 
constancia en autos no se desprenda elemento probatorio alguno que desvirtúe la información en él asentada. 

 
 

3. JURISPRUDENCIA NÚM. VII-J-1aS-106  
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 
 
MULTA FISCAL PREVISTA EN EL ARTÍCULO 76 FRACCIÓN II, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN VIGENTE EN 2004. CASO 
EN QUE DEBERÁ MOTIVARSE SU CUANTÍA.- El artículo 76 fracción II, del Código Fiscal de la Federación vigente al 2004, 
establecía que cuando el contribuyente cometiera una o varias infracciones, originando la omisión total o parcial en el pago 
de contribuciones incluyendo las retenidas o recaudadas, excepto tratándose de contribuciones al comercio exterior, y sea 
descubierta por las autoridades fiscales mediante el ejercicio de sus facultades, se aplicaría una multa equivalente del 50% al 
100% de las contribuciones omitidas actualizadas. Por otra parte, de conformidad con el artículo 77 fracción I, inciso c), del 
citado ordenamiento, dichas multas podrían aumentarse de un 50% a un 70% del importe de las contribuciones retenidas o 
recaudadas y no enteradas. Ahora bien, si la autoridad fiscal impuso una multa equivalente al 50% de las contribuciones 
omitidas actualizadas, es evidente que no se encontraba obligada a realizar mayores razonamientos respecto del monto de la 
multa, sino exclusivamente motivar adecuadamente la sanción misma. 

 
 

4. JURISPRUDENCIA NÚM. VII-J-1aS-107 
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 
 
CRÉDITOS FISCALES. LA AUTORIDAD FISCAL TIENE LA FACULTAD DE DETERMINARLOS CUANDO TENGA CONOCIMIENTO DE 
LA EXISTENCIA DE VIOLACIONES A LAS DISPOSICIONES EN MATERIAS FISCAL Y ADUANERA A TRAVÉS DE INFORMES O 
DOCUMENTOS PROPORCIONADOS POR OTRAS AUTORIDADES.- De conformidad con el artículo 63 del Código Fiscal de la 
Federación, los hechos que se conozcan con motivo del ejercicio de las facultades de comprobación previstas en dicho 
Código o en las leyes fiscales, o bien que consten en los expedientes o documentos que lleven o tengan en su poder las 
autoridades fiscales, así como los proporcionados por diversas autoridades, podrán servir para motivar las resoluciones de la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público y de cualquier otra autoridad u organismo descentralizado competente en materia 
de contribuciones federales; por tanto, la Ley de la materia sí prevé la facultad a cargo de la autoridad competente en 
materia de contribuciones federales para motivar la emisión de sus resoluciones basándose en informes o documentos que 
le sean proporcionados por otras autoridades. 

 
 

5. JURISPRUDENCIA NÚM. VII-J-1aS-108 
LEY ADUANERA 
 
AGENTE ADUANAL. RESPONSABLE DIRECTO DE LA VERACIDAD Y EXACTITUD DE LOS DATOS ASENTADOS EN EL PEDIMENTO 
DE IMPORTACIÓN Y/O EXPORTACIÓN CUANDO SE TRATE DE MERCANCÍA DE FÁCIL IDENTIFICACIÓN.- De conformidad con lo 

http://200.94.19.138:90/cesmdfa/revista.html


dispuesto en los artículos 54 primer párrafo y 195 de la Ley Aduanera, el agente aduanal es responsable de la veracidad y 
exactitud de los datos, información, determinación aduanera y clasificación arancelaria de las mercancías; así como de los 
documentos que acrediten el cumplimiento de las obligaciones no arancelarias respecto de una importación y/o exportación 
y, en caso de no cumplir con sus funciones, se le impondrá multa por las infracciones que se pudieran cometer durante el 
despacho aduanero, siempre y cuando no se actualice ninguna de las excluyentes de responsabilidad contenidas en el 
segundo párrafo del artículo 54 de la Ley Aduanera. 
De ahí, que tratándose de mercancía de fácil identificación, por no necesitar de conocimientos técnicos, ni que la misma sea 
sometida a un análisis químico o de laboratorio para su identificación, el importador o exportador no serán responsables 
directos de los datos asentados en el pedimento de importación y/o exportación, pues el agente aduanal tiene la obligación 
de verificar que los datos que se van asentar en el pedimento coincidan con la mercancía que se trata de importar o exportar 
al territorio nacional, siendo este último el responsable directo de los datos que se asienten erróneamente en el pedimento. 

 
 

6. JURISPRUDENCIA NÚM. VII-J-1aS-109  
TRATADO DE LIBRE COMERCIO DE AMÉRICA DEL NORTE 
 
PROCEDIMIENTO DE VERIFICACIÓN DE ORIGEN. NOTIFICACIÓN DE LOS CUESTIONARIOS DIRIGIDOS AL EXPORTADOR Y/O 
PRODUCTOR DE LAS MERCANCÍAS.- Del artículo 506 del Tratado de Libre Comercio de América del Norte y las Reglas 39 
fracción II y 46 de la Resolución por la que se establecen las reglas de carácter general relativas a la aplicación de las 
disposiciones en materia aduanera del Tratado de Libre Comercio de América del Norte, se advierte que la autoridad 
aduanera puede verificar si un bien importado a territorio nacional califica como originario a través de varios 
procedimientos, dentro de los cuales se encuentra el de cuestionarios escritos dirigidos al exportador, los cuales pueden 
ser enviados por dicha autoridad a través de correo certificado con acuse de recibo o cualquier otro medio, siempre que se 
haga constar la recepción de los mismos por parte del exportador a quien son dirigidos; esto es, que en los acuses de 
recibo respectivos se asiente que los cuestionarios de verificación de origen fueron entregados al exportador o productor de 
los bienes sujetos a verificación. En esa virtud, basta que los cuestionarios de verificación de origen sean dirigidos y recibidos 
por la empresa productora y/o exportadora, para que se hiciera del conocimiento del interesado el acto de imperio a él 
dirigido; y a su vez, la contestación de dicha exportadora presume de manera cierta y concluyente que la diligencia aludida 
cumplió con su finalidad, sin que exista obligación de la autoridad de cerciorarse de que la persona que atendió dicho 
procedimiento contara con facultades para actuar en representación legal de la empresa exportadora y/o productora. 

 
 

7. LEY DEL IMPUESTO AL ACTIVO 
VII-P-1aS-919   
 
IMPUESTO AL ACTIVO PAGADO INDEBIDAMENTE. PARA SU DEVOLUCIÓN ES NECESARIO QUE EL CONTRIBUYENTE 
ACREDITE LA AUTODETERMINACIÓN DEL TRIBUTO QUE DERIVÓ EN EL PAGO EN EXCESO.- Para que la autoridad esté en 
aptitud de devolver cantidad alguna pagada de manera indebida por el contribuyente por concepto de impuesto al activo, es 
necesario que este acredite que determinó el impuesto de mérito a su cargo. Lo anterior, toda vez que el artículo 6° primer 
párrafo, del Código Fiscal de la Federación, establece, entre otras cuestiones, que le corresponde a los contribuyentes la 
determinación de las contribuciones a su cargo, salvo disposición expresa en contrario; principio de determinación que fue 
recogido en el artículo 2° de la Ley del Impuesto al Activo. 
Cumplimiento de Ejecutoria dictado en el Juicio Contencioso Administrativo Núm. 37978/05-17-10-4/240/09-S1-05-04.- 
Resuelto por la Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en sesión de 15 de 
agosto de 2013, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Guillermo Domínguez Belloc.- Secretaria: Lic. 
Hortensia García Salgado. 

 
 

8. TRATADO DE LIBRE COMERCIO DE AMÉRICA DEL NORTE 
VII-P-1aS-920  
 
IMPUESTO GENERAL DE IMPORTACIÓN.- NO PROCEDE EL COBRO TRATÁNDOSE DE MERCANCÍAS IMPORTADAS 
TEMPORALMENTE Y RETORNADAS AL EXTRANJERO EN LAS MISMAS CONDICIONES CONFORME AL TRATADO DE LIBRE 
COMERCIO DE AMÉRICA DEL NORTE.- El Tratado mencionado, en su artículo 303, número 6 inciso b, establece las 
restricciones a la devolución de aranceles aduaneros sobre productos exportados y a los programas de diferimiento de 
aranceles aduaneros, no siendo aplicables cuando un bien que se exporte a territorio de otra Parte en la misma condición en 
que se haya importado a territorio de la Parte de la cual se exporta, sin que se considere cambio en la condición de un bien, 
los procesos tales como pruebas, limpieza, reempaquetado, inspección o preservación del bien en su misma condición, 
además que la Regla 16, fracción II, de la Resolución por la que se establecen las Reglas de Carácter General relativas a la 
aplicación de las disposiciones en Materia Aduanera del Tratado en cuestión, las restricciones que establece el referido 
artículo 303, se considera que un bien se encuentra en la misma condición, cuando se retorne en el mismo estado sin 
haberse sometido a ningún proceso de elaboración, transformación o reparación en los términos de la Ley Aduanera o 
cuando se sujete a operaciones que no alteren materialmente las características del bien, como son, la limpieza, incluyendo 
la remoción de óxido, grasa, pintura u otros recubrimientos. En consecuencia, la importación temporal de placas de granito 
de mármol con la finalidad de cortarlo, pegarlo y después someterlos únicamente a limpieza y corte, no se considera que 
modifica la condición de la mercancía, por lo que, al retornarla al extranjero específicamente a un país Parte del Tratado, no 
resulta procedente el cobro del impuesto general de importación.  

 
 

9. LEY ADUANERA  
VII-P-1aS-925 
 
DETERMINACIÓN DE LA BASE GRAVABLE.- EXCEPCIÓN PREVISTA EN EL ÚLTIMO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 78 DE LA LEY 
ADUANERA, TRATÁNDOSE DE VEHÍCULOS USADOS.- De lo establecido en los artículos 1°, 56 primer párrafo, fracción IV, 
inciso a), 60 párrafo primero, 64 párrafo primero y segundo; 78 último párrafo y 80, de la Ley Aduanera, se obtiene que si 
bien se señala que en el caso de que el valor de las mercancías importadas no pueda determinarse con arreglo a los métodos 
a que se refieren los artículos 64 y 71 fracciones I, II, III y IV, de la Ley, dicho valor se determinará aplicando los métodos 
señalados en dichos artículos, en orden sucesivo y por exclusión, con mayor flexibilidad, o conforme a criterios razonables y 
compatibles con los principios y disposiciones legales, sobre la base de los datos disponibles en territorio nacional o la 
documentación comprobatoria de las operaciones realizadas en territorio extranjero. Sin embargo, como excepción a lo 
anterior, tratándose de vehículos usados, para los efectos de determinar la base gravable, se señala que ésta será la cantidad 
que resulte de aplicar al valor de un vehículo nuevo, de características equivalentes, del año modelo que corresponda al 
ejercicio fiscal en el que se efectúe la importación, una disminución del 30% por el primer año inmediato anterior, sumando 
una disminución del 10% por cada año subsecuente, sin que en ningún caso exceda del 80%. 
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10. LEY ADUANERA  

VII-P-1aS-926 
 
IMPORTACIÓN TEMPORAL.- FORMA DE ACREDITAR EL LEGAL RETORNO DE LAS MERCANCÍAS.- De conformidad con lo 
establecido en el artículo 106, fracción III, inciso b y último párrafo, de la Ley Aduanera, se entiende por régimen de 
importación temporal, la entrada al país de mercancías para permanecer en él por tiempo limitado y con una finalidad 
específica, siempre que retornen al extranjero y señala además que las mercancías que hubieran sido importadas 
temporalmente deberán retornar al extranjero en los plazos previstos, y en caso contrario, se entenderá que las mismas se 
encuentran ilegalmente en el país, por haber concluido el régimen de importación temporal al que fueron destinadas. Por su 
parte, el artículo 36 del mismo ordenamiento legal dispone que aquellos que pretendan exportar mercancías que hubieran 
sido importadas temporalmente y que retornen en el mismo estado, se encuentran obligados a presentar ante la aduana, por 
conducto de agente o apoderado aduanal, un pedimento acompañado de los documentos que comprueben el cumplimiento 
de regulaciones y restricciones no arancelarias a la exportación. Por tanto, el documento idóneo a efecto de acreditar que las 
mercancías importadas temporalmente fueron retornadas, es el pedimento de exportación correspondiente, ya que sin su 
presentación, la autoridad válidamente puede considerar que las mercancías se encuentran de manera ilegal en el país. 

 
 

11. CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 
VII-P-1aS-927  
 
LEY ADUANERA, ARTÍCULO 152. CUÁNDO SE CONSIDERA DEBIDAMENTE INTEGRADO EL EXPEDIENTE.- Conforme a los 
párrafos tercero, cuarto y quinto de dicho artículo 152, el ofrecimiento, desahogo y valoración de las pruebas que se ofrezcan 
en el procedimiento previsto en ese numeral, se hará de conformidad con los artículos 123 y 130 del Código Fiscal de la 
Federación y, las autoridades aduaneras emitirán resolución en un plazo que no excederá de cuatro meses, contados a partir 
del día siguiente a aquel en que se encuentre debidamente integrado el expediente, precisándose que esto último, se 
actualiza cuando hayan vencido los plazos para la presentación de todos los escritos de pruebas y alegatos, o en caso de 
resultar procedente, la autoridad haya llevado a cabo las diligencias necesarias para el desahogo de las pruebas. Por tanto, a 
fin de cumplir con las formalidades esenciales que contiene ese numeral y atendiendo a los términos y plazos que prevé, no 
puede quedar al arbitrio de las autoridades el plazo para la valoración de las pruebas, ya que ello forma parte de la fase de 
decisión del procedimiento y no de la fase de instrucción, de ahí que una vez vencido el plazo que tiene el contribuyente para 
ofrecer pruebas, el expediente se encuentra debidamente integrado e inician los cuatro meses para emitir la resolución 
definitiva, excepto en aquellos casos, en que se hubiere ofrecido una prueba pericial y se requiera el dictamen del perito. 

 
 

12. CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN  
VII-P-2aS-499 
 
SUSPENSIÓN DEL PLAZO MÁXIMO DE DOCE MESES PARA LA PRÁCTICA DE VISITA DOMICILIARIA O DE REVISIÓN DE 
GABINETE.- NO TERMINA DICHA SUSPENSIÓN CUANDO EL CONTRIBUYENTE OMITE CONTESTAR O ATENDER DE MANERA 
INDUDABLE EL REQUERIMIENTO DE DATOS, INFORMES O DOCUMENTOS QUE LE FORMULA LA AUTORIDAD PARA 
VERIFICAR EL CUMPLIMIENTO DE SUS OBLIGACIONES FISCALES.- El artículo 46-A, párrafos primero y cuarto y fracción IV, del 
Código Fiscal de la Federación, dispone que las autoridades fiscales deberán concluir la visita que se desarrolle en el domicilio 
fiscal de los contribuyentes o la revisión de la contabilidad de los mismos que se efectúe en las oficinas de las propias 
autoridades, dentro de un plazo máximo de doce meses contado a partir de que se notifique a los contribuyentes el inicio de 
las facultades de comprobación, plazo que se suspenderá, entre otros casos, cuando el contribuyente no atienda el 
requerimiento de datos, informes o documentos solicitados por las autoridades fiscales para verificar el cumplimiento de sus 
obligaciones fiscales, durante el periodo que transcurra entre el día del vencimiento del plazo otorgado en el requerimiento y 
hasta el día en que conteste o atienda el requerimiento, sin que la suspensión pueda exceder de seis meses; y que en el caso 
de dos o más solicitudes de información, se sumarán los distintos periodos de suspensión y en ningún caso el periodo de 
suspensión podrá exceder de un año. Por otra parte, del proceso legislativo del proyecto de Decreto que reforma, adiciona y 
deroga diversas disposiciones del Código Fiscal de la Federación, entre ellas la que ahora se comenta, publicado en el Diario 
Oficial de la Federación el 28 de junio de 2006, se desprende que la voluntad del legislador fue que: “La suspensión termina 
cuando el contribuyente atiende el requerimiento o simplemente conteste el mismo aun sin proporcionar la información 
solicitada...” Por tanto, es claro que el escrito que atiende o simplemente contesta el requerimiento formulado, aun sin 
proporcionar la información solicitada, debe atender o contestar de manera indudable precisamente dicho requerimiento 
para que pueda considerarse como terminada la suspensión, esto es, debe contener los elementos suficientes que permitan 
desprender que tal escrito de atención o contestación se refiere efectivamente al requerimiento concreto de que se trate. De 
ahí se sigue que cuando los datos de referencia del escrito no aludan precisamente al requerimiento formulado o bien 
correspondan a un procedimiento fiscalizador diverso a aquel en que se emitió dicho requerimiento, no puede considerarse 
legalmente que el mencionado escrito termina la suspensión del plazo con que cuenta la autoridad para practicar la visita 
domiciliaria o la revisión de gabinete, tal y como ocurrió en el caso, en el que el contribuyente informó por escrito a la 
autoridad de un cambio de domicilio en relación a una determinada visita domiciliaria, cuando el requerimiento fue 
formulado dentro de un procedimiento de revisión de gabinete.  

 
 

13. TRATADO DE LIBRE COMERCIO DE AMÉRICA DEL NORTE 
VII-P-2aS-503  
 
TRATADO DE LIBRE COMERCIO DE AMÉRICA DEL NORTE. A LA SOLICITUD DE DEVOLUCIÓN DEL IMPUESTO GENERAL DE 
IMPORTACIÓN CONFORME AL ARTÍCULO 502 (3) LE RESULTA APLICABLE EL PROCEDIMIENTO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 22 
DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN.- En el artículo 501 (1) de dicho Tratado se dispone que, el certificado de origen 
sería el documento necesario para confirmar que las mercancías califican como originarias a efecto de recibir el trato 
arancelario preferencial para su importación, mientras que conforme al diverso artículo 502 (3), cuando no se hubiere 
solicitado trato arancelario preferencial para un bien importado a territorio de alguna de las Partes que hubiere calificado 
como originario, el importador, en el plazo de un año a partir de la fecha de la importación, podrá solicitar la devolución de 
los aranceles pagados en exceso por no haberse otorgado trato arancelario preferencial a dicho bien. Por lo anterior, si bien 
en el artículo 502 (3) se contiene el derecho subjetivo de los importadores a la aplicación del trato arancelario en un 
momento posterior a la importación de las mercancías, para de esa forma obtener la devolución del impuesto general de 
importación pagado inicialmente, para el pleno ejercicio de ese derecho resulta necesaria la aplicación del artículo 22 del 
Código Fiscal de la Federación que regula las solicitudes de devolución por parte de los contribuyentes. Por tanto, la 
aplicación del artículo 22 del Código Fiscal de la Federación deriva del requerimiento de disposiciones procedimentales 
dentro del marco legal y reglamentario interno de las Partes suscriptoras de dicho Tratado, que en el caso resulta tener ese 
carácter, por tratarse de la disposición que regula la actuación de los importadores para obtener el derecho a la devolución 
de saldos a su favor. 



14. LEY DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO 
VII-CASR-2NCII-13 
 
DERECHO SUBJETIVO A LA DEVOLUCIÓN. SI NO SE ACREDITA, PROCEDE RECONOCER LA VALIDEZ DE LA RESOLUCIÓN 
NEGATIVA FICTA IMPUGNADA.- Constatado que el actor carece de derecho subjetivo a la devolución que le fue negada en la 
resolución negativa ficta que impugna, es dable determinar que lo procedente es reconocer la validez de la resolución 
impugnada, ya que al no haberse acreditado en juicio que al contribuyente le asistiera el derecho subjetivo a la devolución 
que solicitó y fictamente le fue negada, a nada conduce el estudio de los hechos y el derecho que sustentan la resolución 
ficta impugnada, ya que en el supuesto de que los mismos resultaran incorrectos, ante la carencia del derecho subjetivo, no 
procedería la devolución del saldo a favor solicitado por el actor en materia del impuesto al valor agregado. 

 
 

15. CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 
VII-CASR-CEII-1  
 
DOMICILIO ABIERTO AL PÚBLICO EN GENERAL. ES SUFICIENTE EL DICHO DE TAL CONDICIÓN POR PARTE DE QUIEN 
ATENDIÓ LA DILIGENCIA, PARA CONSIDERAR CIRCUNSTANCIADA EL ACTA DE VERIFICACIÓN DE EXPEDICIÓN DE 
COMPROBANTES FISCALES.- Tratándose de visitas de verificación del cumplimiento de la obligación a expedir comprobantes 
fiscales, al no definirse una fórmula específica para agotar tal extremo en la jurisprudencia 2a./J. 35/2009, de rubro: “ACTA 
DE VISITA DOMICILIARIA. CUANDO SE VERIFIQUE EL EXACTO CUMPLIMIENTO DE LA EXPEDICIÓN DE COMPROBANTES 
FISCALES, DEBE CIRCUNSTANCIARSE QUE EL LUGAR VISITADO SE ENCUENTRA ABIERTO AL PÚBLICO EN GENERAL, ASÍ COMO 
LOS MEDIOS QUE UTILIZÓ EL VISITADOR PARA CONSTATARLO”, es suficiente que el visitador haya corroborado dicha 
circunstancia con la manifestación así realizada por la persona que atendió dicha diligencia, que en su carácter de empleada 
del contribuyente visitado, afirma ante la autoridad que el referido negocio cuenta con un horario determinado en el que 
permanece abierto al público en general. 

 
 

16. CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 
VII-CASR-OR-1  
 
CRÉDITO FISCAL. LAS AUTORIDADES FISCALES ESTÁN FACULTADAS PARA DETERMINARLO CON SUSTENTO EN LA 
INFORMACIÓN QUE CONSTE EN LA BASE DE DATOS QUE LLEVEN O TENGAN ACCESO, DE ACUERDO CON LO PREVISTO EN EL 
ARTÍCULO 63, PRIMER PÁRRAFO, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN.- En los términos del artículo 63, primer párrafo, 
del Código Fiscal de la Federación las autoridades fiscales están facultadas para emitir sus resoluciones con base en la 
información que conste en los expedientes, documentos o bases de datos que lleven o tengan acceso. Por ello si la autoridad 
fiscalizadora determinó un crédito fiscal a cargo del contribuyente con base en un “reporte general de consulta de 
información de contribuyente” de alguna de las Administraciones Locales del Servicio de Administración Tributaria, de cuyo 
análisis la autoridad fiscal conoció que el contribuyente estaba obligado al pago del impuesto sobre la renta y del impuesto al 
valor agregado; tal circunstancia no le causa afectación alguna, porque se trata de una información que consta en la base de 
datos de las autoridades fiscales, que es accesible para su consulta. 
 
 
 


